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México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación correspondiente al catorce de marzo de dos mil 
trece. 

Cotejo. 

V I S T O S Y  
R E S U L T A N D O: 

PRIMERO. Presentación de la demanda, autoridades emisora y 
promulgadora, y normas impugnadas. La primera acción de 
inconstitucionalidad fue presentada el veintiuno de diciembre de dos mil 
doce

1
, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este 

Alto Tribunal por Gustavo Enrique Madero Muñoz, Presidente del Comité 
Ejecutivo Nacional del Partido Acción Nacional; y las dos últimas, el 
veintidós de diciembre de ese mismo año

2
, en el domicilio particular del 

servidor público autorizado para recibir promociones fuera del horario 
cotidiano de labores, por Jesús Zambrano Grijalva, Presidente del 
Partido de la Revolución Democrática y Alberto Anaya Gutiérrez, 
Alejandro González Yáñez, Ricardo Cantú Garza, Pedro Vázquez 
González, María Guadalupe Rodríguez Martínez, Reginaldo Sandoval 
Flores, Oscar González Yáñez, Rubén Aguilar Jiménez y Francisco 
Amadeo Espinosa Ramos, en su calidad de integrantes de la Comisión 
Coordinadora Nacional del Partido del Trabajo, respectivamente, 
promovieron acciones de inconstitucionalidad en las que solicitaron la 



invalidez de las normas que más adelante se precisan, emitidas y 
promulgadas por las autoridades que a continuación se señalan. 

1 Fojas 1 a 58 del primer tomo del expediente principal. 

2 Fojas 127 a 289 y 469 a 647, respectivamente, ídem. 

Autoridad emisora de las normas impugnadas: 

* El Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo. 

Autoridad promulgadora de las normas impugnadas: 

* El Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo, adicionalmente el 
Partido Acción Nacional señaló como corresponsable al Secretario 
General de Gobierno de dicha entidad. 

Normas impugnadas: 

En la acción de inconstitucionalidad 67/2012, promovida por el Partido 
Acción Nacional, únicamente se impugnó el Decreto 170 por el que se 
reforma la Constitución Política de la entidad, mientras que en las 
acciones 68/2012 y 69/2012, promovidas por el Partido de la Revolución 
Democrática y del Trabajo, respectivamente, se impugnaron tanto el 
referido Decreto 170 como el diverso Decreto 199, por el que se 
modificaron diversas disposiciones de la Ley Electoral, Ley Estatal de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, Ley Orgánica del Instituto 
Electoral y Código Penal, todos del Estado de Quintana Roo. 

SEGUNDO. Antecedentes. Los antecedentes del caso, narrados, de 
manera coincidente por los partidos promoventes en sus demandas

3
, en 

síntesis, consistieron en:  

3 Fojas 3 a 6, 131 a 136 y 475 a 480, respectivamente, ídem. 

El Partido Acción Nacional argumentó: 

1. El siete de noviembre de dos mil doce, Roberto Borge Angulo, 
Gobernador Constitucional del Estado de Quintana Roo, presentó la 
iniciativa de decreto por el que se reforman la fracción II, del artículo 41; 
el párrafo tercero, los párrafos cuarto y sexto de la fracción III, el párrafo 
tercero de la Base 6 de la fracción III, y la fracción VIII del artículo 49; y 
se adicionan: un tercer párrafo a la Base 6 de la fracción III del artículo 



49, recorriéndose en su orden los subsecuentes, y la fracción IV al 
artículo 135, todos de la Constitución Política del Estado de Quintana 
Roo. 

2. Ante el Pleno del Congreso del Estado de Quintana Roo, el trece de 
noviembre de dos mil doce, se dio lectura a dicha iniciativa, para 
finalmente ser turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

3. El catorce de noviembre de dos mil doce, la Comisión de Puntos 
Constitucionales del Congreso del Estado de Quintana Roo, aprobó el 
dictamen de la iniciativa, modificando así los puntos transitorios de la 
propuesta inicial. 

4. En sesión plenaria de quince de noviembre de dos mil doce, el 
Congreso del Estado de Quintana Roo aprobó el ya mencionado 
dictamen. 

5. Acorde al procedimiento legislativo, el Presidente y Secretario de la 
Mesa Directiva del Congreso Estatal, remitieron oficios a los diez 
municipios del estado adjuntando copia del dictamen aprobado, con el fin 
de que, fuera sometido a consideración de cada uno de los diez cabildos 
de la entidad las reformas constitucionales ya aprobadas por la 
legislatura. 

6. Los ayuntamientos de Felipe Carrillo Puerto, Lázaro Cárdenas, José 
María Morelos, Isla Mujeres y Benito Juárez, en sus sesiones de fechas 
diecisiete, dieciocho, diecinueve, veinte y veintiuno de noviembre de dos 
mil doce, respectivamente, no aprobaron las reformas constitucionales 
remitidas por el Congreso Estatal. 

Adicionalmente, el Partido de la Revolución Democrática y el Partido del 
Trabajo señalaron: 

1. El diecisiete de noviembre de dos mil doce, se celebró la Décimo 
Octava Sesión Extraordinaria en el Municipio de Felipe Carrillo Puerto, en 
la que no se aprobó el decreto por el que se reforman la fracción II, del 
artículo 41; el párrafo tercero, los párrafos cuarto y sexto de la fracción 
III, el párrafo tercero de la Base 6 de la fracción III, y la fracción VIII del 
artículo 49; y se adicionan: un tercer párrafo a la Base 6 de la fracción III 
del artículo 49, recorriéndose en su orden los subsecuentes, y la fracción 
IV al artículo 135, todos de la Constitución Política del Estado de 
Quintana Roo. 



2. En esa misma fecha, el Cabildo del Ayuntamiento remitió al Poder 
Legislativo del Estado de Quintana Roo, un acuerdo con el anexo del 
acta correspondiente a la Décima Octava Sesión Extraordinaria del 
Municipio de Felipe Carrillo Puerto, del que se advierte la no aprobación 
a la reforma constitucional. 

3. El veintiuno de noviembre de dos mil doce, se interrumpió la sesión 
número veinticinco del Primer Período Ordinario de Sesiones del Tercer 
Año de Ejercicio Constitucional en el Congreso del Estado de Quintana 
Roo; en dicha sesión no se contemplaba la aprobación del referido 
decreto, mismo que fue introducido de manera arbitraria e improvisada. 

4. La aprobación del decreto referido por el Congreso del Estado de 
Quintana Roo, en la sesión de veintiuno de noviembre de dos mil doce, 
sustentado por la contabilización de votos de los ayuntamientos, genera 
incertidumbre, al no haberse encontrado señalada dentro del orden del 
día de esa sesión. 

TERCERO. Artículos constitucionales que los promoventes señalan 
como violados. Los artículos 1º, 4º, 9º, 14, 16, 35, fracciones I, II y III, 
39, 40, 41, 54, fracción V, 115, 116, fracción IV, incisos b), c), d), g), h), i) 
y j), y 133, así como el artículo transitorio tercero del decreto de reforma 
y adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicada el nueve de agosto de dos mil doce, en el Diario Oficial de la 
Federación
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. 

4 Fojas 3, 130 y 473, respectivamente, ídem. 

CUARTO. Conceptos de invalidez. Los partidos accionantes en sus 
conceptos de invalidez

5
 en esencia refieren: 

5 Fojas 13 a 48, 136 a 262 y 480 a 617, respectivamente, ídem. 

1. Partido Acción Nacional (Acción de Inconstitucionalidad 67/2012). 

1.1 Primer concepto de invalidez. Violaciones formales al 
procedimiento legislativo

6
. 

6 Fojas 13 a 41 del expediente principal de la acción 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 69/2012. 

El partido promovente señala que en el proceso legislativo se violaron los 
artículos 14, 16, 41 y 116, de la Constitución General así como 
disposiciones de la Constitución Política del Estado de Quintana Roo y 



de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, toda vez que en la 
creación del decreto impugnado no se observaron dichas disposiciones, 
atentando así contra los principios de fundamentación, motivación, 
legalidad y certeza. 

En el proceso legislativo no se cumplieron las etapas para llevar a cabo 
la reforma a la Constitución Política local que se encuentran reguladas en 
la propia Constitución, en la Ley Orgánica del Poder Legislativo y en el 
Reglamento para el Gobierno Interior de la Legislatura del Estado de 
Quintana Roo. 

Al tratarse de una reforma a la Constitución local, se debe cumplir con lo 
dispuesto en el artículo 164 del propio ordenamiento, que señala 
específicamente en la parte que interesa que "é se requiere que la 
Legislatura del Estado, por el voto de las dos terceras partes de la 
totalidad de sus miembros acuerde las reformas o adiciones, y que 
éstas sean aprobadas por la mayoría de los Ayuntamientos del 
Estado. La Legislatura o la Diputación Permanente, en su caso, hará 
el cómputo de los votos de los Ayuntamientos y la declaración de 
haber sido aprobadas las adiciones o reformas." 

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 de la 
Constitución de Quintana Roo, el Estado se encuentra integrado por 10 
municipios, por lo que se debe contar con la aprobación de 6 municipios 
al menos para que el decreto de reformas a la Constitución local tenga 
validez, situación que debe constatar la Legislatura local a efecto de 
estar en posibilidad de llevar a cabo el cómputo de los votos de los 
Ayuntamientos y la posterior declaración de haber sido aprobadas las 
adiciones o reformas. 

En ese sentido, agrega el accionante, los Ayuntamientos de José María 
Morelos, Felipe Carrillo Puerto, Isla Mujeres, Lázaro Cárdenas y Benito 
Juárez, no aprobaron en sus respectivas sesiones el Decreto de 
reformas y adiciones a la Constitución local. 

De igual forma, en el orden del día de la convocatoria para la sesión de la 
legislatura, celebrada el 21 de noviembre de 2012, no se contemplaba 
algún punto que se refiriera al cómputo de los votos de los 
Ayuntamientos del Estado y la declaración respectiva; el Presidente de la 
Mesa Directiva solicitó la inclusión del punto en el orden del día por lo 
que algunas fuerzas políticas representadas en el Congreso se 
pronunciaron en contra, sin embargo, por mayoría de los Diputados 



presentes se aprobó su inclusión, se desahogó el punto correspondiente, 
se realizó el cómputo y en consecuencia, la declaración de las reformas y 
adiciones. 

Aduce el partido accionante que en el desarrollo del cómputo de votos en 
la sesión antes referida, el Presidente de la Mesa Directiva señaló que 
los municipios que aprobaron en sus Ayuntamientos la reforma 
constitucional fueron: Othón P. Blanco, Bacalar, Tulum, Cozumel, 
Solidaridad y Felipe Carrillo Puerto; sin embargo, este último Municipio 
desde el 17 de noviembre de 2012, llevó a cabo su sesión en donde no 
resultó aprobada la reforma constitucional, hecho que fue público, por lo 
que no se da cumplimiento a lo establecido en el artículo 164 de la 
Constitución estatal. 

Conforme al artículo 120 de la Ley de los Municipios del Estado de 
Quintana Roo, el Secretario General tiene la facultad de convocar por 
escrito a los miembros del Ayuntamiento a las sesiones de cabildo y ante 
la ausencia o faltas temporales del Presidente Municipal, al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 93 de la mencionada Ley, serán cubiertas por el 
Primer Regidor como encargado del despacho; en tal virtud, en la sesión 
celebrada el 17 de noviembre de 2012, ante la ausencia del Presidente 
Municipal, el Primer Regidor asumió sus funciones, dando paso a los 
puntos del orden del día y de los 11 integrantes del Ayuntamiento, se 
encontraban presentes 6, se declaró el quórum legal para sesionar y 
durante el desarrollo de la sesión se analizó y discutió el punto sobre la 
reforma constitucional. 

Por último, se afirma que la reforma a la Constitución Política del Estado 
de Quintana Roo se llevó en plena violación a los principios democráticos 
y de control constitucional establecidos en la Constitución Federal, al 
declarar una reforma constitucional aprobada sin contar con la 
aprobación de la mayoría de los ayuntamientos, por lo que el proceso 
legislativo que culminó con su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado el 22 de noviembre de 2012, está viciado y deviene 
inconstitucional. 

1.2 Segundo concepto de invalidez. Obligación a los candidatos 
independientes de observar las disposiciones que se establezcan 
para las precampañas electorales

7
. 

7 Fojas 41 a 48, ídem. 



El Dictamen de reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado 
de Quintana Roo impugnado, viola lo dispuesto en el artículo 133 de la 
Constitución Federal derivado del exceso en que incurrió el órgano 
legislativo local al reformar el artículo 49 de la Constitución estatal. 

En ese tenor, a consideración del partido accionante el artículo 49, 
fracción III, base 6, párrafo tercero, reformado, al prever que los 
candidatos independientes deberán observar las disposiciones que se 
establezcan para las precampañas y campañas electorales, implica que 
el legislador local establecerá reglas de participación del candidato 
ciudadano durante las precampañas electorales en las leyes 
secundarias, no obstante que la Constitución Federal en ningún 
momento regula el derecho ciudadano a realizar precampañas, ya que 
estos actos están relacionados con los procesos de selección de 
candidatos exclusivos de los partidos políticos, artículos 41, fracción IV y 
116, fracción IV, inciso j), constitucional, en los que el legislador federal 
determinó que se deben establecer reglas de precampaña que rijan para 
los partidos políticos no así para los candidatos ciudadanos. Contrario a 
ello, la legislatura del Estado de Quintana Roo incluye en su reforma 
constitucional que se establecerán reglas de participación de los 
candidatos ciudadanos violentando el contenido de la Norma Suprema. 

Incluso, el artículo 212 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales define a las precampañas electorales como 
actos realizados por los partidos políticos, sus militantes y los 
precandidatos, lo que no da lugar a interpretar que pudieran establecerse 
reglas para regular la actuación de los candidatos ciudadanos durante las 
precampañas electorales, refiriendo al efecto criterios de este Alto 
Tribunal. 

2. Partidos de la Revolución Democrática (Acción de 
Inconstitucionalidad 68/2012) y del Trabajo (Acción de 
Inconstitucionalidad 69/2012). 

Debe destacarse de manera previa que los conceptos de invalidez 
formulados por el Partido de la Revolución Democrática

8
 y del Trabajo

9
, 

según se advierte de sus escritos son prácticamente idénticos por lo que 
su síntesis en el presente resultando y el correspondiente estudio en los 
considerandos respectivos, se abordarán de manera conjunta. 

8 Fojas 136 a 263, ídem. 



9 Fojas 480 a 617, ídem. 

2.1 Primer concepto de invalidez
10

. Violaciones formales al 
procedimiento legislativo del decreto 170 atinente a la constitución 
local. 

10 Fojas 136 a 153, ídem. 

El Congreso del Estado de Quintana Roo computó el voto del Cabildo del 
Ayuntamiento de Felipe Carrillo Puerto como favorable siendo que éste 
se emitió en contra. En este sentido, el partido accionante señala la 
existencia de un acta conforme a la cual resulta evidente que el 
Ayuntamiento de Carrillo Puerto votó por la no aprobación de la reforma. 

Se procedió con premura para aprobar la reforma sin haber sido 
programada para la sesión celebrada el 21 de noviembre de 2012, 
contraviniendo los artículos 28 y 118, de la Ley Orgánica del Congreso 
del Estado y 23, fracción XI, del Reglamento para el Gobierno Interior de 
la Legislatura del Estado. 

De los artículos 68 a 74 y 164, de la Constitución local, se desprende que 
el Constituyente Permanente en el Estado de Quintana Roo aprueba sus 
reformas a la Constitución por votación calificada de la Legislatura del 
Estado y con la ratificación de la mayoría de los 10 ayuntamientos que 
componen la entidad. 

Aducen que el Municipio de Bacalar no tiene Ayuntamiento electo 
directamente, motivo por el cual el acuerdo de aprobación de la reforma 
constitucional impugnada no debe producir efectos legales al haber sido 
emitido por su Consejo Municipal. 

Mediante la aprobación urgente se impidió a los partidos políticos 
representados en el Congreso del Estado contar con un conocimiento 
previo del contenido de los votos emitidos por los Ayuntamientos; 
además, la urgencia que motivó la interrupción de la sesión y el cambio 
del orden del día no tiene justificación. 

Asimismo, respecto del documento "apócrifo" emitido supuestamente por 
el Ayuntamiento de Felipe Carrillo Puerto, en el cual "sí aprueba" el 
decreto impugnado, hasta la fecha se desconoce su existencia y no ha 
sido proporcionado a pesar de haberse solicitado. 



En tal virtud, al existir violaciones graves en el procedimiento legislativo 
procede la invalidación del decreto impugnado, ya que con las 
constancias se acredita que no se realizó otra sesión para discutir el 
punto de la reforma constitucional y que la voluntad documentada del 
Ayuntamiento del Municipio de Felipe Carrillo Puerto fue la de no aprobar 
la reforma constitucional. 

2.2 Segundo concepto de invalidez
11

. Insubsistencia del decreto 199, 
derivada de la determinación de inconstitucionalidad de las 
reformas a la constitución local. 

11 Fojas 153 a 168 del primer tomo del expediente principal. 

Los accionantes solicitan se declare insubsistente el contenido del 
Decreto 199, ya que el propio Constituyente Permanente determinó que 
los requisitos para ser candidato deben estar establecidos por la propia 
Constitución y no en la ley secundaria, como se desprende de los 
artículos 32, 55, 56, 80, 89, 136 y 139, lo que se corrobora en los 
artículos 31, 34, 37 y 41 previos a la reforma que se combate, lo anterior 
en ejercicio de su libre configuración legislativa. 

De esta manera si el Constituyente Permanente y Ordinario del Estado 
de Quintana Roo determinó que los requisitos positivos y negativos se 
encuentren contenidos en la Constitución local y no en la ley secundaria 
con el objeto de que estén sujetos a una votación calificada, en el caso 
de que el procedimiento de aprobación de la reforma constitucional sea 
declarado inconstitucional, habrá entonces que declarar en consecuencia 
la insubsistencia del decreto 199, publicado el 7 de diciembre de 2012. 

2.3 Tercer concepto de invalidez
12

. Proceso de selección de 
candidatos independientes y su participación en las precampañas. 

12 Fojas 168 a 208, ídem. 

Los artículos 49, de la Constitución local, 32, 116, 121 al 138, 140, 143, 
160, 295, inciso e) y 319 de la Ley Electoral del Estado y 264, fracción 
VIII, del Código Penal, en los que se establece un "proceso de selección 
de candidatos independientes" y precampaña de aspirantes a candidatos 
independientes, contravienen las bases constitucionales, toda vez que 
permiten la realización de campañas electorales anticipadas y establecen 
requisitos, condiciones y términos para el registro de las candidaturas 
independientes, que son excesivos al establecer un plazo y un 



procedimiento para la obtención y presentación de firmas de respaldo, 
excediendo las atribuciones de la autoridad administrativa electoral en 
cuanto a la verificación de los requisitos para el registro de la candidatura 
independiente, lo que atenta en contra del principio de certeza, ya que el 
derecho de solicitar el registro ante la autoridad electoral de manera 
independiente y cumplir con lo establecido en la fracción II del artículo 35 
de la Constitución Federal, no da lugar a establecer un proceso de 
selección o precampaña para los aspirantes a candidatos 
independientes, pues tal disposición de la Ley Fundamental se constriñe 
a la presentación de un número determinado de firmas de respaldo de 
ciudadanos, sin que se exijan condiciones que resulten excesivas y no 
razonables, puesto que la solicitud de registro de candidato 
independiente se realiza de manera individual, sin sujetarse a un 
procedimiento de "selección" alguno, lo que resulta contrario al principio 
de certeza. 

Que la naturaleza de las precampañas y procesos de selección de 
candidatos es propia de los partidos políticos, pues así se encuentra 
establecido en el artículo 269 de la Ley Electoral de Quintana Roo y en 
los criterios derivados de la acción de inconstitucionalidad 14/2004 y sus 
acumuladas 15/2004 y 16/2004, sistema que no admite precandidaturas 
independientes. 

Que el artículo 116, fracción IV, inciso j), de la Constitución General, 
establece la regulación de precampañas partidarias, pero no contempla 
base alguna respecto a las campañas previas para candidatos 
independientes, de ahí que se vulnera la reforma al diverso artículo 35 y 
sus fines, pues no se permite a los ciudadanos ser postulados, sino que 
se les coloca la condicionante de un proceso eliminatorio, lo que también 
es violatorio del artículo 116, fracción IV, inciso b), de la Carta 
Fundamental, al imponer mayores requisitos que los que jurídicamente 
se solicitan en las bases constitucionales para ser postulados.  

Es decir, se impone una triple carga a los candidatos independientes con 
el objeto de que sean postulados: a) Requieren tener el apoyo del 2% del 
padrón de electores; b) Se les establece un periodo de postulación, con 
el objeto de eliminarse con otros candidatos ciudadanos; c) Se verifica si 
tuvieron suficiente apoyo, para que en caso de contar con el mayor de 
éste, permitir su postulación. 



De esta forma, el precandidato que realice actos de precampaña 
obtendrá una ventaja indebida al no pasar por un proceso intrapartidario, 
generando promoción propia antes de que comiencen las campañas. 

Señalan los accionantes que todo acto de proselitismo y demás 
elementos establecidos en el artículo 136 de la Ley Electoral del Estado, 
tal como la permisión de un "ciudadano no militante o simpatizante" para 
realizar actos de precampaña, no es equivalente a que un ciudadano en 
calidad de "candidato independiente" pueda realizarlos, pues el primero 
realiza actividades proselitistas sin contravenir al sistema de partidos 
políticos, ya que tiene por objeto que un partido lo postule como 
candidato para una elección determinada, mientras que el "candidato 
independiente" ajeno al sistema de partidos, no tiene órgano colegiado 
en el cual discutir su elección. 

En los artículos impugnados existe la previsión de realizar un periodo 
eliminatorio previo de candidatos independientes y se hace una 
denominación de aspirantes, precampaña y proceso de apoyo 
ciudadano, lo que resulta inconstitucional. 

En el artículo 49 de la Constitución estatal no se reconoce el derecho de 
que los ciudadanos puedan solicitar su registro como candidatos 
independientes por el principio de representación proporcional, sino sólo 
por el de mayoría relativa. 

En el artículo 134, fracciones II y III, impugnado, se obliga a los 
ciudadanos a que, participando en el proceso de selección de candidatos 
independientes, cumplan con un requisito doble, pues se establece 
adicionalmente al de obtener el 2% de manifestaciones de respaldo, el 
de tener la mayor cantidad de apoyos, es decir, si se toma en cuenta el 
listado nominal en el Estado de Quintana Roo, ello implica tener el apoyo 
de por lo menos 19,476 ciudadanos para lograr ser candidato a 
gobernador, lo que implica dentro de la libertad de configuración un nivel 
suficiente de ciudadanos, para que de manera adicional se exija una 
eliminatoria entre precandidatos, situación que resulta excesiva y sin 
base constitucional. 

El artículo 135 también impone mayores requisitos y violenta el derecho 
a ser postulado de manera independiente, ya que generan una 
eliminatoria entre sí. 



También resulta inconstitucional el encabezado del segundo párrafo del 
artículo 134, de la Ley Electoral local, al facultar al Consejo General a 
emitir la declaratoria de candidatos independientes conforme a las reglas 
prevista en las distintas fracciones de dicho párrafo; lo mismo ocurre 
respecto al contenido del artículo 116 de dicha Ley, al prever que los 
ciudadanos que resulten seleccionados conforme al procedimiento 
previsto en el Título Sexto de la ley, denominado "De los candidatos 
independientes", tienen derecho a ser registrados como tales, esto es, 
sólo los que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 134. 

En los artículos 118, 128, párrafo tercero, 130, 136, 138 y 314 de la Ley 
Electoral del Estado de Quintana Roo, no se establece límite razonable o 
proporcional a la aportación privada, a pesar de que la reforma establece 
el financiamiento público como prevalente para la candidaturas 
ciudadanas, lo que es una contradicción y genera una ventaja indebida a 
los aspirantes de las precampañas independientes frente a los partidos 
que tienen como límite el 10% conforme al artículo 116, fracción IV, 
inciso h), de la Constitución Federal; aunado a ello, no debe dejarse de 
tomar en cuenta lo establecido en el artículo 86 en relación con los 
numerales 120 y 143 de la Ley Electoral, que establecen preeminencia 
del financiamiento público sobre el privado. 

El artículo 138 de la Ley Electoral, si bien se exige acreditar el origen y el 
destino de los recursos de los partidos políticos, también se desprende 
que no se respetan los límites de razonabilidad y proporcionalidad que 
implica el 10% del recurso efectivo, excediendo cualquier concepto de 
libre configuración. 

2.4 Cuarto concepto de invalidez
13

. Derecho ciudadano de solicitar 
registro como candidato independiente a cargo de elección popular 
por el principio de representación proporcional. 

13 Fojas 208 a 243, ídem. 

Los partidos promoventes argumentan que los artículos 41, 49 y 135, 
fracción IV, de la Constitución Política del Estado de Quintana Roo, así 
como los artículos 116, 272, 276 y 254, fracción III, de la Ley Electoral 
del Estado, contenidos en los Decretos 170 y 199, respectivamente, que 
se impugnan, violentan la Constitución General y generan un sistema 
contradictorio. 



El contenido dado en los artículos 41 y 135 de la Constitución estatal no 
hace razón si se compara con el artículo 115 de la Constitución Federal y 
con los numerales 133, 134, de la Constitución local, pues la reforma 
remite a la ley de la materia para regular la participación de candidatos 
independientes, pero dejó intocada la conformación de los Cabildos en la 
propia Constitución, ya que contempla únicamente a los partidos políticos 
como conformantes de planillas para ocupar los sitios edilicios, además, 
la asignación tanto de mayoría relativa como de representación 
proporcional únicamente se prevé para los partidos, no así para los 
candidatos independientes. 

El artículo 116 reformado de la Ley Electoral y su correlativo 254, 
contienen un grave error, pues excluyen a la planilla de candidatos 
independientes a miembros de los ayuntamientos del acceso a la 
representación proporcional en la conformación del Cabildo, sin que la 
Constitución prevea un sistema diferente de integración de las planillas, 
ya que el segundo párrafo del artículo 116 mencionado, prohíbe asignar 
a los candidatos independientes regidurías y diputaciones por el principio 
de representación proporcional. 

En los artículos 254, 272, 276 de la Ley Electoral se define la votación 
efectiva, de esta manera el regidor de representación proporcional y la 
planilla que se postula son las mismas personas necesariamente y tienen 
una naturaleza distinta a las curules de representación proporcional de 
las Cámaras de Senadores y de Diputados, ya que es el propio candidato 
a presidente municipal, a síndico y regidores, quienes al perder ocupan la 
representación proporcional, por lo que no hay traslado de votos de un 
tipo de elección a otra, ni de una planilla de mayoría relativa a otra de 
representación proporcional. 

El artículo 135 de la Ley Electoral estatal establece el procedimiento de 
integración del Cabildo y en el caso del principio de representación 
proporcional, se asignarán a los partidos políticos que hayan obtenido 
por lo menos el 3% del total de votos válidos emitidos en los Municipios 
donde hubiere participado, excepto el partido político que haya obtenido 
mayoría de votos y en la reforma del artículo 124 combatido, la solicitud 
deberá presentarse de manera individual en el caso de la elección de 
gobernador, por fórmula en el caso de diputados y por planilla en el de 
ayuntamientos, de ahí que los candidatos a miembros de ayuntamientos 
son excluidos de la representación proporcional, es decir, si el candidato 
independiente pierde, no se le va a otorgar regiduría, toda vez que la 



votación emitida a su favor se eliminará de la votación total válida 
emitida. 

El artículo 49, fracción III, párrafo cuarto, de la Constitución Política del 
Estado que se impugna, reserva únicamente a los partidos políticos el 
derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección 
popular por ambos principios, al establecer que única y exclusivamente 
los ciudadanos tendrán derecho a solicitar su registro como candidatos 
independientes por el principio de mayoría relativa, lo que no es 
conforme con los preceptos constitucionales y los tratados 
internacionales, porque altera el principio de igualdad y no 
discriminación, previsto en el último párrafo del artículo 1º de la Ley 
Fundamental, 24 de la Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos, y 25, incisos b) y c), del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, al limitar el ejercicio de los derechos humanos en su 
vertiente de derechos políticos, reconocidos en el artículo 35, fracción II, 
de la Constitución Federal, el cual instituye un sistema mixto, que admite 
candidaturas independientes y el derecho de cualquier ciudadano a 
poder ser votado para todos los cargos de elección popular, así como a 
solicitar el registro como candidato independiente, por lo que se solicita la 
invalidez de la norma impugnada. 

El derecho a ser votado establecido en el artículo 35, fracción II, de la 
Constitución Federal, implica y presupone tanto el derecho al cargo de 
quienes sean electos popularmente, como el de ser registrado para 
cualquier cargo de elección popular. 

En mérito de lo anterior, los partidos políticos solicitan se declare la 
invalidez de la porción normativa "únicamente por el principio de mayoría 
relativa" del artículo 49, fracción III, párrafo cuarto de la Constitución 
estatal. 

2.5 Quinto concepto de invalidez
14

. Omisión legislativa relativa al no 
considerar que las planillas de candidatos independientes, limitan el 
derecho de los ciudadanos que emitirán su voto por candidatos 
independientes a una representación efectiva. 

14 Fojas 243 a 250, ídem. 

Los partidos refieren la existencia de una omisión legislativa parcial 
relativa en competencia de ejercicio obligatorio, al no incluir en la adición 
a la fracción III del artículo 135 de la Constitución estatal la expresión "y 



planillas de candidatos independientes", ya que en la fracción IV de dicho 
numeral prevé que "la ley establecerá los términos y requisitos que 
deberán satisfacer los ciudadanos que pretendan ser registrados como 
candidatos independientes a los Ayuntamientos", y con ello estar en 
aptitud de cumplir el mandato de adecuar su contenido al principio 
establecido en el artículo 35, fracción II, de la Constitución Federal, en 
términos de igualdad y no discriminación. 

La omisión legislativa parcial puede ser reparada, pues el Congreso 
demandado sólo modificó por adición de una fracción IV al artículo 135 
que se impugna, pero preservó indebidamente en la fracción III el 
derecho exclusivo de los partidos políticos a la asignación de regidores 
electos por el principio de representación proporcional, excluyendo a las 
planillas de candidatos independientes a las que relega a la ley 
secundaria, para que en ésta se establezcan los términos y requisitos 
que deberán satisfacer los ciudadanos que pretendan ser registrados 
como candidatos independientes a los Ayuntamientos. En ese tenor, la 
legislatura pretende extender la vigencia de la fracción III del precepto 
impugnado, situación que se contrapone con lo dispuesto en el Artículo 
Cuarto Transitorio del propio decreto de reforma política estatal, en el 
que se derogan las normas que se opongan al contenido del mismo y, 
ante la falta de adecuación entre la norma general impugnada y lo 
dispuesto en la fracción II del artículo 35 de la Constitución Federal, se 
contraviene lo establecido en los artículos 39, 40, 41 y 115, fracciones I y 
VIII, párrafo primero, de la Constitución General. 

Al excluir a los candidatos independientes, no sólo se afecta su derecho 
de participación política, pues aun cuando sean votados en número 
significativo, se le excluye desde un inicio del posible acceso al ejercicio 
de los cargos de elección que el pueblo les confiera con su voto, de ahí 
que la disposición combatida también lesiona el derecho de los 
ciudadanos que emitirán su voto por candidatos independientes a estar 
bien representados, toda vez que el inciso a) del párrafo 1 del artículo 23 
de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, reconoce el 
derecho y oportunidad de los ciudadanos a participar en la dirección de 
los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos, disposición similar se contiene en el artículo 25, 
inciso a), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Además, si no se asignan regidores a la planilla de candidatos 
independientes que no haya obtenido el triunfo en la elección municipal, 
quedaría un número de ciudadanos sin representación política legítima. 



2.6 Sexto concepto de invalidez
15

. Imprecisión al establecer límites a 
los candidatos independientes mediante los cuales realizarán las 
erogaciones relacionadas con la obtención del respaldo ciudadano. 

15 Fojas 250 a 257, ídem. 

En el último párrafo del artículo 128 de la Ley Electoral, el legislador 
pretende establecer los límites mediante los cuales los candidatos 
independientes realizarán las erogaciones relacionadas con las acciones 
para obtener el respaldo de la ciudadanía, remitiendo al ciudadano al 
párrafo tercero del artículo 271 del mismo ordenamiento. 

La porción normativa establece: "Las erogaciones estarán sujetas al 
tope de gastos al que se refiere el párrafo tercero del artículo 271 de 
esta ley." Sin embargo, el artículo 271 carece de párrafo tercero, por ello 
la imprecisión de la disposición impugnada. 

El artículo 128 impugnado no guarda ninguna relación con el párrafo 
tercero del artículo 271 de la Ley Electoral, pues dicho párrafo no existe y 
no obstante que existe una remisión, el artículo 271 no contiene 
elementos que permitan delimitar el tope de las erogaciones que deberán 
hacer los candidatos independientes en relación con la realización de las 
acciones para obtener el respaldo de la ciudadanía, lo que violenta los 
principios de legalidad y certeza consagrados en el artículo 116, fracción 
IV, inciso b), de la Constitución Federal. 

2.7 Séptimo concepto de invalidez
16

. Invasión a las facultades del 
Instituto Federal Electoral en lo atinente al acceso de los candidatos 
independientes a radio y televisión. 

16 Fojas 257 a 262, ídem. 

Se alega que lo dispuesto en los artículos 119, 143, fracción IV, de la Ley 
Electoral del Estado de Quintana Roo, y 51, fracción IX, de la Ley 
Orgánica del Instituto Electoral de Quintana Roo, en relación con el 
párrafo tercero del artículo 271 del mismo ordenamiento legal, invade las 
facultades exclusivas del Instituto Federal Electoral, al permitir que el 
Instituto Electoral del Estado de Quintana Roo, tome las previsiones 
necesarias en lo tocante a radio y televisión se refiere, por cuanto al 
acceso a los candidatos independientes que participaran en el proceso 
electoral, primero en la etapa de denominada "obtención del respaldo 
ciudadano" y seguidamente en la etapa de "la campaña", lo que excede a 



su libre configuración del órgano legislativo, ya que el Consejo General y 
el Comité de Radio y Televisión del Instituto Federal Electoral, son los 
facultados para tomar las previsiones necesarias en lo que a tiempos de 
radio y televisión se refiere, por ello se violenta el principio de certeza. 

QUINTO. Admisión y trámite. Mediante acuerdo de veintiséis de 
diciembre de dos mil doce

17
, los Ministros Olga María del Carmen 

Sánchez Cordero de García Villegas y José Fernando Franco González 
Salas, integrantes de la Comisión de Receso de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, correspondiente al segundo período de dos mil 
doce, ordenaron formar y registrar las acciones de inconstitucionalidad 
promovidas por el Partido Acción Nacional, el Partido de la 
Revolución Democrática y el Partido del Trabajo, las cuales fueron 
identificadas con los números 67/2012, 68/2012 y 69/2012, 
respectivamente, y tomando en consideración que se impugnaron los 
mismos ordenamientos legales, se ordenó su acumulación. 

17 Fojas 871 a 876, ídem. 

Por auto de la misma fecha, se admitieron las acciones de 
inconstitucionalidad acumuladas y se ordenó dar vista al órgano 
legislativo que emitió la norma impugnada y al titular del Poder Ejecutivo 
que la promulgó, exclusivamente, para que rindieran sus respectivos 
informes, requiriendo, a su vez, a la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación para que expresara su opinión en 
relación con la acción intentada. Asimismo, se ordenó dar vista al 
Procurador General de la República para que rindiera el pedimento que 
le corresponde. 

SEXTO. Inicio del proceso electoral. El Consejero Presidente del 
Instituto Electoral de Quintana Roo informó

18
 que la fecha de inicio del 

próximo proceso electoral en dicha entidad federativa, comenzará el 
dieciséis de marzo de este año

19
. 

18 Foja 116 del tomo II del expediente principal 

19 Artículo 149. El proceso electoral ordinario para la elección de gobernador, diputados y miembros de los ayuntamientos 

inicia el 16 de marzo del año de la elección y concluye con la toma de posesión de los cargos. 

SÉPTIMO. Informes de las autoridades emisora y promulgadora de 
la norma impugnada. Por acuerdos de dieciséis

20
 y veintidós

21
 de enero 

de dos mil trece, el Ministro instructor tuvo por presentados al Presidente 
de la Mesa Directiva del Congreso y al Consejero Jurídico del Poder 



Ejecutivo, ambos del Estado de Quintana Roo, con la personalidad que 
ostentan, y por recibidos los informes solicitados a los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo del Estado de Quintana Roo; cabe destacar que, 
por lo que hace al último informe de referencia, se rindió fuera del plazo 
legal de seis días naturales, el cual transcurrió del treinta y uno de 
diciembre de dos mil doce al cinco de enero de dos mil trece, conforme a 
la certificación que obra en autos. 

20 Fojas 1117 a 1140 del segundo tomo de las acciones de inconstitucionalidad 67/2012 y sus acumuladas 68/2012 y 

69/2012. 

21 Fojas 1160 a 1189, ídem. 

Los informes respectivos se adjuntan como anexos y forman parte de 
esta resolución. 

OCTAVO. Opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. Mediante acuerdo de siete de enero 
de dos mil trece, el Ministro instructor tuvo por rendida la opinión 
formulada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación

22
, respecto de las acciones de inconstitucionalidad a 

estudio. 

22 Fojas 1065 a 1087, del tomo I del expediente principal. 

Cabe destacar que en relación con dicha opinión debe tenerse en cuenta 
la siguiente jurisprudencia que lleva por rubro, texto y datos de 
identificación: 

"ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. NO 
EXISTE OBLIGACIÓN DEL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN PARA PRONUNCIARSE SOBRE EL CONTENIDO DE LA OPINIÓN 
DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL 
DE LA FEDERACIÓN, RESPECTO DE AQUÉLLAS. De conformidad con el 
segundo párrafo del artículo 68 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II 
del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es 
facultad potestativa del Ministro instructor solicitar a la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, órgano constitucional especializado 
en la materia electoral, opinión respecto de las acciones de inconstitucionalidad 
que se promuevan en contra de una ley electoral, con el objeto de allegarse de 
elementos para esclarecer el alcance y comprensión de los conceptos o 
instituciones que pertenecen al ámbito particular del derecho electoral; sin 
embargo, no existe obligación legal para que, en el fallo respectivo, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación se pronuncie sobre la referida opinión en las 



acciones de inconstitucionalidad en materia electoral, pues el Tribunal Pleno ha 
sostenido el criterio de que en éstas se realiza un control abstracto de la 
constitucionalidad, en interés de la Constitución Federal, con independencia de los 
argumentos expuestos por los órganos que intervienen en este procedimiento 
entre los que puede encontrarse la Sala Superior del citado Tribunal Electoral."23 

23 Novena Época. Instancia: Pleno. Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XV. Febrero de 2002. Materia(s): Constitucional. 
Tesis: P./J. 3/2002. Página: 555 

NOVENO. Opinión del Procurador General de la República. Mediante 
acuerdo de veintiocho de enero de dos mil trece, el Ministro instructor 
tuvo por formulado el pedimento del Procurador General de la 
República

24
 en estas acciones de inconstitucionalidad. 

24 Fojas 1254 a 1395 del tomo II del expediente principal. 

DÉCIMO. Cierre de instrucción. Por auto de veintiocho de enero de dos 
mil trece

25
 se cerró la instrucción de este asunto a efecto de elaborar el 

proyecto de resolución correspondiente. 

25 Foja 1519, ídem. 

C O N S I D E R A N D O: 

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación es competente para resolver esta acción de 
inconstitucionalidad y sus acumuladas, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación

26
, toda vez que dichas acciones fueron 

promovidas por partidos políticos nacionales y en ellas se planteó la 
posible contradicción entre la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y normas de carácter general, contenidas en los Decretos 170 
y 199, publicados en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo el 
veintidós de noviembre y siete de diciembre de dos mil doce, 
respectivamente. 

26 
"Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 

t®rminos que se¶ale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: [é]. II. De las 
acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. Las 
acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de publicaci·n de la norma, por: [é]f) Los partidos 



políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto de sus 
dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los 
partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente 
en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que 
les otorg· el registro. [é]" 

"Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: I. De 
las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se 
refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; (é)" 

SEGUNDO. Oportunidad. En primer término se analiza la oportunidad 
de la presentación de las demandas respectivas. 

El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Federal

27
 establece que el plazo para la 

presentación de la acción de inconstitucionalidad será de treinta días 
naturales, y el cómputo respectivo deberá hacerse a partir del día 
siguiente al en que se hubiere publicado la norma impugnada, en el 
entendido de que en materia electoral todos los días son hábiles. 

27 "Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del 

día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. 

Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 

En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles." 

En el caso, de las demandas por las que se promovieron las acciones de 
inconstitucionalidad se advierte que los accionantes señalan como 
normas generales impugnadas diversas artículos de la Constitución 
Política (Decreto 170), la Ley Electoral (Decreto 199), principalmente, 
ambas del Estado de Quintana Roo, publicadas en el Periódico Oficial de 
la entidad el veintidós de noviembre y el siete de diciembre, 
respectivamente, ambos del dos mil doce. 

Por consiguiente, el plazo de treinta días naturales para promover la 
acción referente al decreto número 170, por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, inició el viernes veintitrés de 
noviembre y venció el sábado veintidós de diciembre de dos mil doce. 

Noviembre de 2012 

Domingo Lunes Martes Miércoles Jueves Viernes Sábado 
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18 19 20 21 22 23 24 

25 26 27 28 29 30   
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Domingo Lunes Martes Miércoles Jueves Viernes Sábado 

            1 

2 3 4 5 6 7 8 

9 10 11 12 13 14 15 

16 17 18 19 20 21 22 

23 24 25 26 27 28 29 

30 31           

Por lo que hace al decreto 199, por el que se modifican diversos artículos 
de la Ley Electoral; Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral; Ley Orgánica del Instituto Electoral y Código Penal, todos para 
el Estado de Quintana Roo, inició el sábado ocho de diciembre de dos 
mil doce y feneció el domingo seis de enero de dos mil trece. 

Diciembre de 2012 

Domingo Lunes Martes Miércoles Jueves Viernes Sábado 

            1 

2 3 4 5 6 7 8 

9 10 11 12 13 14 15 

16 17 18 19 20 21 22 

23 24 25 26 27 28 29 

30 31           

Enero 2013 

Domingo Lunes Martes Miércoles Jueves Viernes Sábado 
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En este sentido, la acción de inconstitucionalidad 67/2012, promovida por 
el Partido Acción Nacional se presentó directamente en la Oficina de 
Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, el día veintiuno de diciembre de dos mil doce, y las 
acciones de inconstitucionalidad 68/2012 y 69/2012, formuladas por el 
Partido de la Revolución Democrática y el Partido del Trabajo, 
respectivamente, se entregaron el veintidós de diciembre de dos mil 
doce, en el domicilio del servidor público autorizado para recibir 
promociones fuera del horario de labores de este Alto Tribunal, según se 
desprende de las razones que constan al reverso de las fojas 58, 289 y 
647, del expediente, respectivamente, por lo que su presentación resulta 
oportuna. 

TERCERO. Legitimación. Acto continuo, se procede a analizar la 
legitimación de los promoventes. 

El artículo 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 62, párrafo último, de su Ley 
Reglamentaria, prevén que los partidos políticos podrán promover 
acciones de inconstitucionalidad cuando cuenten con registro ante la 
autoridad electoral correspondiente, lo hagan por conducto de su 
dirigencia (nacional o local, según sea el caso) y que quien suscriba en 
su representación tenga facultades para ello, tal como se explica en la 
siguiente jurisprudencia de este Tribunal Pleno: 

"ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. CONDICIONES 
CONSTITUCIONALES QUE DEBEN CUMPLIR LOS PARTIDOS POLÍTICOS AL 
PROMOVERLA CONTRA LEYES ELECTORALES FEDERALES O LOCALES. 
El artículo 105, fracción II, inciso f), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece que los partidos políticos tienen legitimación para 
promover acciones de inconstitucionalidad contra leyes electorales federales o 
locales. Sin embargo, esta legitimación se actualiza si se cumplen las siguientes 
condiciones constitucionales: a) Tratándose de partidos políticos con registro ante 
el Instituto Federal Electoral, deberán promover la acción de inconstitucionalidad 



por conducto de sus dirigencias nacionales y podrán impugnar leyes electorales 
federales o locales; y, b) Tratándose de partidos políticos con registro estatal, 
deberán promover la acción de inconstitucionalidad por conducto de sus 
dirigencias y sólo podrán impugnar leyes electorales expedidas por el órgano 
legislativo del Estado que les otorgó el registro."28 

28 Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo: XXIX. Abril de 2009. Tesis: P./J. 41/2009. Página: 1098 

Es un hecho notorio que los promotores son partidos políticos 
nacionales, y consta en autos que las personas que promovieron en su 
nombre cuentan con atribuciones para representarlos conforme a las 
respectivas disposiciones estatutarias, cuyas copias certificadas obran en 
el expediente de la siguiente forma: 

1. Partido Acción Nacional 

El Partido Acción Nacional es un partido político nacional con registro 
ante el Instituto Federal Electoral, según copia certificada por el 
Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, asimismo, suscribe el 
escrito de acción de inconstitucionalidad Gustavo Enrique Madero 
Muñoz, en su carácter de Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del 
Partido Acción Nacional lo que acredita con la certificación del Secretario 
Ejecutivo del Instituto Federal Electoral en la que manifiesta que el 
accionante se encuentra registrado con el carácter que se ostenta, según 
documentación que obra en los archivos de dicho instituto

29
. 

29 Fojas 933 del tomo I del expediente principal. 

El artículo 67, fracción I, de los estatutos del Partido Acción Nacional 
establece que la Presidencia Nacional tiene atribuciones para 
representar legalmente al partido y designar apoderados de tal 
representación

30
. 

30 "Artículo 67. El Presidente de Acción Nacional lo será también del Comité Ejecutivo Nacional, de la Asamblea Nacional, 

de la Convención Nacional y del Consejo Nacional, con las siguientes atribuciones y deberes: 

I. Representar a Acción Nacional en los términos y con las facultades a que se refiere la fracción I del artículo 64 de estos 

Estatutos. Cuando el Presidente Nacional no se encuentre en territorio nacional, ejercerá la representación del Partido el 

Secretario General;  

é" 



En consecuencia, la acción de inconstitucionalidad promovida por el 
Partido Acción Nacional se hizo valer por parte legitimada para ello, toda 
vez que se trata de un partido político con registro acreditado ante las 
autoridades electorales correspondientes, fue suscrita por el Presidente 
del Comité Ejecutivo Nacional del partido en cita, cuenta con facultades 
para tal efecto en términos de los estatutos que rigen a dicho partido 
político y se endereza contra normas de naturaleza electoral, pues se 
impugnan distintos artículos de la Constitución y de la Ley Electoral del 
Estado de Quintana Roo relacionados con las candidaturas 
independientes. 

2. Partido de la Revolución Democrática 

El Partido de la Revolución Democrática es un partido político nacional 
con registro ante el Instituto Federal Electoral, según copia certificada por 
el Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, asimismo, suscribe 
el escrito de acción de inconstitucionalidad José de Jesús Zambrano 
Grijalva, en su carácter de Presidente Nacional del Partido de la 
Revolución Democrática, lo que acredita con la certificación del 
Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral en la que éste 
manifiesta que el accionante se encuentra registrado con el carácter que 
se ostenta, según documentación que obra en los archivos de dicho 
instituto

31
. 

31 Foja 290 del tomo I del expediente principal. 

El artículo 77, inciso e)
32

, de los estatutos del Partido de la Revolución 
Democrática establece que la Presidencia Nacional tiene atribuciones 
para representar legalmente al partido y designar apoderados de tal 
representación. 

32"Artículo 77. La Presidencia del Comité Ejecutivo Estatal tendrá las siguientes funciones y atribuciones:  

é 

e) Representar legalmente al Partido en el ámbito estatal para efecto de la presentación de demandas, escritos de tercer 

interesado y toda clase de escritos relacionados al tr§mite de medios de impugnaci·n en materia electoral;é" 

En consecuencia, la acción de inconstitucionalidad promovida por el 
Partido de la Revolución Democrática se hizo valer por parte legitimada 
para ello, toda vez que se trata de un partido político con registro 
acreditado ante las autoridades electorales correspondientes, fue suscrita 
por el Presidente del Comité Ejecutivo Nacional del partido en cita, 



cuenta con facultades para tal efecto en términos de los estatutos que 
rigen a dicho partido político y se endereza contra normas de naturaleza 
electoral, pues se impugnan distintos artículos la Constitución y de la Ley 
Electoral del Estado de Quintana Roo relacionados con las candidaturas 
independientes. 

3. Partido del Trabajo 

El Partido del Trabajo es un partido político nacional con registro ante el 
Instituto Federal Electoral, según copia certificada por el Secretario 
Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, asimismo, en diversa copia 
certificada expedida por el Secretario Ejecutivo del Instituto Federal 
Electoral, consta que Alberto Anaya Gutiérrez, Alejandro González 
Yáñez, Ricardo Cantú Garza, Pedro Vázquez González, María 
Guadalupe Rodríguez Martínez, Reginaldo Sandoval Flores, Oscar 
González Yáñez, Rubén Aguilar Jiménez y Francisco Amadeo Espinosa 
Ramos, son miembros de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido 
del Trabajo

33
. 

33 Foja 827 y 828 del tomo I del expediente principal. 

Los artículos 43 y 44, incisos a) y c)
34

, de los estatutos del Partido del 
Trabajo establecen que la Comisión Coordinadora Nacional cuenta con 
facultades para promover, en términos de la fracción II del artículo 105 
constitucional, las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral 
que estime pertinentes, y que basta la mayoría de votos de sus 
integrantes para que los actos de la Comisión tengan plena validez. 

34 Artículo 43. La Comisión Coordinadora Nacional se integrará con nueve miembros que se elegirán en cada Congreso 

Nacional ordinario y será la representación política y legal del Partido del Trabajo y de su dirección Nacional. Deberá ser 

convocada por lo menos con tres días de anticipación de manera ordinaria una vez a la semana y de manera extraordinaria 

por lo menos con un día de anticipación, cuando así se requiera por cualquiera de sus miembros. El quórum legal para 

sesionar se integrará con la asistencia de la mayoría de sus integrantes. Todos los acuerdos, resoluciones y actos de la 26 

Comisión Coordinadora Nacional tendrán plena validez en su caso, con la aprobación y firma de la mayoría de sus 

integrantes. 

Artículo 44. Son atribuciones y facultades de la Comisión Coordinadora Nacional:  

a) Ejercer la representación política y legal del Partido del Trabajo en todo tipo de 
asuntos de carácter judicial, político, electoral, administrativo, patrimonial y para 
delegar poderes y/o establecer contratos o convenios en el marco de la legislación 
vigente. También tendrá facultad de mandatar y conceder poder cambiario y 
autorizar la apertura, cierre, cancelación, ejercicio y operación de cuentas 
bancarias a los tesoreros nacionales y de las Entidades Federativas, así como a 



los candidatos Federales, Estatales, Delegacionales y Municipales cuando lo 
obligue las Legislaciones Electorales vigentes o así se considere necesario. 

é 

c) La Comisión Coordinadora Nacional estará legitimada para interponer, en 
términos de la fracción II del Artículo 105 Constitucional, las acciones de 
inconstitucionalidad en materia electoral que estime pertinentes. 

é" 

En consecuencia, la acción de inconstitucionalidad promovida por el 
Partido del Trabajo se hizo valer por parte legitimada para ello, toda vez 
que se trata de un partido político con registro acreditado ante las 
autoridades electorales correspondientes, fue suscrita por los nueve 
miembros de la Comisión Operativa Nacional, dicho órgano cuenta con 
facultades para tal efecto en términos de los estatutos que rigen a dicho 
partido político y se endereza contra normas de naturaleza electoral, 
pues se impugnan artículos de la Constitución y de la Ley Electoral del 
Estado de Quintana Roo relacionados con las candidaturas 
independientes. 

Además, las normas reclamadas tienen naturaleza electoral en la medida 
en que regulan las candidaturas independientes, todo lo cual lógicamente 
incide de manera directa en la forma de participar en las elecciones. 

Sirve de apoyo a la anterior conclusión la jurisprudencia 25/99 de este 
Tribunal Pleno cuyo rubro es el siguiente: "ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. MATERIA ELECTORAL PARA LOS 
EFECTOS DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO."

35
 

35 Novena Época. Instancia: Pleno, Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX. 

Abril de 1999. Materia(s): Constitucional. Tesis: P./J. 25/99, página: 255. 

CUARTO. Causas de improcedencia. El Poder Ejecutivo del Estado de 
Quintana Roo, al rendir su informe, aduce que en el presente caso se 
actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción 
VIII, de la Ley Reglamentaria de la Materia, en relación con los diversos 
numerales, 20, fracción II y 62, párrafo tercero

36
, del propio ordenamiento 

legal, toda vez que los decretos 170 (reformas a las Constitución local) y 
199 (reformas a la Ley Electoral, Ley Estatal de Medios de Impugnación 
en materia electoral, Ley Orgánica del Instituto Electoral del Estado de 
Quintana Roo y Código Penal), no contienen disposiciones de naturaleza 



electoral para los efectos de la procedencia del presente medio de 
control de la constitucionalidad. En ese tenor, argumenta el Poder 
Ejecutivo que los decretos que se impugnan no guardan una relación 
directa ni indirecta con los procesos electorales. 

36 Articulo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: 

(é) 

VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley. 

(é) 

Articulo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: 

(é) 

II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 

anterior; 

(é) 

Articulo 62. En los casos previstos en los incisos a), b), d) y e) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, la demanda en que se ejercite la acción deberá estar firmada por cuando menos el 

treinta y tres por ciento de los integrantes de los correspondientes órganos legislativos. 

(é) 

(ADICIONADO, D.O.F. 22 DE NOVIEMBRE DE 1996) 

En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, se considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además 

de las señaladas en la fracción I del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus 

dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los 

dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento. 

Contrario a lo señalado por el Poder Ejecutivo del Estado, las normas 
impugnadas sí guardan relación directa con la materia electoral, toda vez 
que la inclusión de las candidaturas independientes en la Constitución 
local, las subsecuentes adecuaciones en diversos ordenamientos legales 
de la entidad y en particular aquellas disposiciones en las que se obliga a 
los candidatos independientes a participar en precampañas, restricción a 
los candidatos ciudadanos de acceder a cargos de elección popular bajo 
el principio de representación popular e invasión de facultades del 
Instituto Federal Electoral en lo atinente al acceso de los candidatos 



ciudadanos a radio y televisión, constituyen elementos normativos que se 
encuentran asociados con el conjunto de reglas y procedimientos 
relacionados con la integración de los poderes públicos mediante el voto 
ciudadano, regidos por una normativa especializada e impugnables en un 
contexto institucional también especializado. En ese tenor, resulta 
aplicable la jurisprudencia número 125/2007 del Tribunal Pleno, que lleva 
por rubro, texto y datos de identificación, los siguientes: 

"MATERIA ELECTORAL. DEFINICIÓN DE ÉSTA PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DE LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. Para determinar 
cuándo la Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene competencia para resolver 
una controversia por no inscribirse ésta en la "materia electoral" excluida por la 
fracción I del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, debe evitarse la automática traslación de las definiciones de lo 
electoral desarrolladas en otras sedes procesales y aplicar sucesivamente los 
siguientes criterios: 1) es necesario cerciorarse que en la demanda no se 
impugnen "leyes electorales" -normas generales en materia electoral-, porque la 
única vía para analizar su constitucionalidad es la acción de inconstitucionalidad; 
2) debe comprobarse que no se combaten actos y resoluciones cuyo conocimiento 
es competencia de las autoridades de justicia electoral, esto es, que no sean actos 
en materia electoral directa, relacionada con los procesos relativos al sufragio 
ciudadano; 3) debe satisfacerse el resto de las condiciones que la Constitución y 
la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II de su artículo 105 establecen para 
que se surta la competencia del Máximo Tribunal del país -en particular, que se 
trate de conflictos entre los poderes públicos conforme a los incisos a) al k) de la 
fracción I del artículo 105 constitucional-. Así, la extensión de la "materia electoral" 
en sede de controversia constitucional, una vez considerados los elementos 
constitucionalmente relevantes, se sitúa en un punto intermedio entre la definición 
amplia que rige en las acciones de inconstitucionalidad, y la estricta aplicable en el 
juicio de amparo, resultando especialmente relevante la distinción entre la materia 
electoral "directa" y la "indirecta", siendo aquélla la asociada con el conjunto de 
reglas y procedimientos relacionados con la integración de los poderes públicos 
mediante el voto ciudadano, regidos por una normativa especializada, e 
impugnables en un contexto institucional también especializado; por la segunda -
indirecta-, debe entenderse la relacionada con los mecanismos de nombramiento 
e integración de órganos mediante decisiones de otros poderes públicos los 
cuales, por regla general, involucran a sujetos muy distintos a los que se enfrentan 
en los litigios técnicamente electorales."37 

37 Novena Época, Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo XXVI, Diciembre de 2007. Tesis: P./J. 125/2007. Página: 1280 

Al no existir otra causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento 
que aleguen las partes, diversas a las ya analizadas, ni advertir este 
Tribunal Pleno que se actualice alguna otra, se procede a analizar los 



conceptos de invalidez que hacen valer los Partidos Políticos 
accionantes. 

QUINTO. Estudio de violaciones formales al procedimiento 
legislativo del decreto 170 atinente a las reformas de la constitución 
local. En primer término, deben analizarse aquellos conceptos de 
invalidez que exponen los partidos políticos en relación con la presunta 
falta de aprobación del decreto número 170, que modificó diversos 
preceptos de la Constitución local, por parte de la "mayoría de los 
Ayuntamientos del Estado", es decir, 6 de los 10 Ayuntamientos que 
conforman el Estado de Quintana Roo, en términos de lo previsto en el 
artículo 164 de la Constitución Política de la entidad. Lo anterior, 
encuentra apoya en la jurisprudencia 32/2007

38
 de este Tribunal Pleno, 

de rubro: "ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA 
ELECTORAL. LAS VIOLACIONES PROCESALES DEBEN 
EXAMINARSE PREVIAMENTE A LAS VIOLACIONES DE FONDO, 
PORQUE PUEDEN TENER UN EFECTO DE INVALIDACIÓN TOTAL 
SOBRE LA NORMA IMPUGNADA, QUE HAGA INNECESARIO EL 
ESTUDIO DE ÉSTAS." 

38 Novena Época, Registro: 170881, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta. Tomo XXVI. Diciembre de 2007. Materia(s): Constitucional. Tesis: P./J. 32/2007, página: 776. 

En términos generales el procedimiento legislativo que antecedió al 
decreto número 170 por el que se modificó la Constitución Política del 
Estado de Quinta Roo, impugnado se desarrolló esencialmente de la 
siguiente forma: 

07 noviembre 
de 2012 

El Gobernador Constitucional del Estado de Quintana Roo, presentó la 
iniciativa respectiva ante el Congreso de la propia entidad.  

13 noviembre 
2012 

Una vez presentada la iniciativa a la Legislatura, se dio cuenta y se leyó ante 
el Pleno del Legislativo. Lo anterior de conformidad con lo señalado en los 
artículos 107, 108 y 111

39
 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la 

entidad. 

En ese sentido, el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso Estatal turnó 
a la Comisión de Puntos Constitucionales dicha iniciativa, para su estudio, 
análisis y dictamen correspondiente.  

14 noviembre 
2012 

La Comisión de Puntos Constitucionales, emitió el dictamen con minuta de 
proyecto de Decreto por el que se reforman la fracción II del artículo 41, el 
párrafo tercero, los párrafos cuarto y sexto de la fracción III, el párrafo tercero 
de la Base 6 de la fracción III y la fracción VIII del artículo 49, recorriéndose 
en su orden los párrafos subsecuentes y la fracción IV al artículo 135, todos 



de la Constitución Política del Estado. Únicamente se modificó los puntos 
transitorios de la propuesta inicial.  

15 noviembre 
2012 

Una vez aprobado el Dictamen respectivo, se sometió a consideración del 
Pleno de la XIII Legislatura. Dicho documento se aprobó en lo general por 23 
votos a favor y 1 en contra, y en lo particular, igualmente 23 votos a favor y 1 
en contra. En tal virtud, se ordenó darle trámite en términos del artículo 164 
de la Constitución Política del Estado, con el objeto de enviar para su 
aprobación a los 10 Municipios, la reforma constitucional en cita (fojas 429 y 
430 del Tomo I del Cuaderno de Pruebas ofrecidas por el Poder Legislativo).  

21 noviembre 
2012 

a) La sesión número 25 del primer periodo ordinario de sesiones del tercer 
año de ejercicio correspondiente al día 21 de noviembre de 2012, con una 
asistencia de 21 de los 25 diputados (3 ausencias y 1 justificación), que 
conforman el órgano legislativo (fojas 562 y 563 del cuaderno de pruebas 
presentadas por la legislatura estatal).  

b) Existiendo quórum legal, se instaló la sesión a las 11:17 horas. Acto 
seguido asumió la Presidencia el Vicepresidente y el Presidente tomó la 
tribuna, en términos del artículo 22

40
 del Reglamento para el Gobierno 

Interior de la Congreso local, lo anterior con el objeto de dar cuenta al Pleno 
del Congreso con los expedientes enviados por los Municipios de Bacalar, 
Cozumel, Felipe Carrillo Puerto, Othón P. Blanco, Solidaridad y Tulum, 
mediante los cuales se aprueba la minuta proyecto de Decreto por el cual se 
reforman diversos preceptos de la Constitución Política de la entidad. Por lo 
que con fundamento en el artículo 23, fracción IV

41
, del Reglamento 

respectivo, solicitó se sometiera a votación del Pleno la inclusión como punto 
cuarto del orden del día, el cómputo de votos de la minuta proyecto de 
Decreto antes referida. (fojas 562 y 563 del cuaderno de pruebas 
presentadas por el Poder Legislativo). 

c) La propuesta del Presidente fue sometida a votación del órgano legislativo, 
la que por mayoría de 15 votos a favor y 6 en contra, se declaró aprobada e 
incluida en el orden del día en cuarto lugar (foja 564 de cuaderno de pruebas 
del órgano legislativo). 

d) Al llegar al cuarto punto del orden del día, la Secretaria dio cuenta al 
Presidente de la siguiente forma: "El siguiente punto es el Cómputo de votos 
de los Honorables Ayuntamientos de los Municipios del Estado, por el que 
aprueban la Minuta Proyecto de Decreto por el que se reformané de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo. Obra en 
poder de esta Secretaría las actas de Cabildo de los Municipios del Estado; 
con la aprobaci·n de la mayor²a de los Municipiosé de la siguiente forma: 
Cozumel: por unanimidad; Bacalar: por mayoría; Tulum: por mayoría; 
Othón P. Blanco: por mayoría; Felipe Carrillo Puerto: por unanimidad; 
Solidaridad: por unanimidad. Se invita a todos los presentes ponerse de 
pie. LA HONORABLE DÉCIMA TERCERA LEGISLATURA DEL 
CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA 
ROO; DECRETA: SE REFORMAN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 41; EL 
PÁRRAFO TERCERO, LOS PÁRRAFOS CUARTO Y SEXTO DE LA 
FRACCIÓN III, EL PÁRRAFO TERCERO DE LA BASE 6 DE LA FRACCIÓN 
III, Y LA FRACCIÓN VIII, TODOS DEL ARTÍCULO 49; Y SE ADICIONAN, 
UN TERCER PÁRRAFO A LA BASE 6 DE LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 49, RECORRIÉNDOSE EN SU ORDEN LOS PÁRRAFOS 



SUBSECUENTES; Y LA FRACCIÓN IV AL ARTÍCULO 135, TODOS DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUINTANA ROO. Sírvanse los presentes tomar asiento. (fojas 568 y 569 del 
cuaderno de pruebas presentadas por la legislatura).  

e) Una vez decretada la reforma constitucional, hicieron uso de la voz 
algunos diputados como se precisará con posterioridad y se continuó con 
siguiente punto del orden del día. 

f) Se clausuró la sesión a las 12:02 horas del día 21 de noviembre de 2012.  

39 Articulo 107. De toda iniciativa promovida por quienes tienen derecho a ello, de conformidad con el artículo 68 de la 

Constitución Política del Estado, se dará cuenta a la Legislatura, con lo que se iniciará el proceso legislativo. 

Articulo 108. Las iniciativas deberán presentarse por escrito y contener en forma clara y precisa el nombre de la Ley o 

motivo del Decreto, una exposición de motivos, las disposiciones legales en las que se funde y el contenido expuesto en 

forma sistemática en enunciados breves y precisos que constituirán sus artículos debidamente numerados. Podrán 

presentarse con subdivisiones en Títulos, Capítulos o Libros que permitan su mejor estudio y comprensión. Deberán estar 

fechadas y señalar el lugar de emisión, con el nombre y firma autógrafa de su autor. Sin estos requisitos no pasarán a 

conocimiento del Pleno. 

ARTICULO 111. Dada la primera lectura, si no hay observaciones conforme a los artículos anteriores, pasará desde luego a 

la Comisión o Comisiones que señale el Presidente, para su estudio, análisis y dictamen. 

40 Artículo 22. Cuando el Presidente haga uso de la palabra en ejercicio de sus funciones, permanecerá sentado, pero en 

caso de intervención en las deliberaciones, solicitará la palabra y hablará desde la Tribuna, sujeto a las mismas reglas del 

debate contenidas en este ordenamiento, y entre tanto ejercerá sus funciones el Vicepresidente. Cuando sea el 

Vicepresidente el que desee participar en el debate, solicitará el permiso respectivo y se atenderá a las mismas reglas. 

41 Artículo 23. Son facultades y obligaciones del Presidente en funciones: 

(é) 

IV.- Determinar los asuntos que deban ser sometidos al debate en cada sesión, otorgando preferencia a los de mayor 

utilidad general, salvo moción hecha por algún diputado, para tratar otros asuntos, siempre y cuando por votación 

mayoritaria, la asamblea acuerde tratar el asunto propuesto. 

Ahora bien, debe destacarse que de la lectura de los conceptos de 
invalidez planteados en las demandas acumuladas, se advierte que si 
bien se impugna el proceso legislativo que antecedió a la emisión del 
decreto de reformas impugnado, esencialmente los partidos accionantes 
expusieron argumentos contra la etapa relativa al procedimiento de 
cómputo del voto de los ayuntamientos locales y, consecuentemente, 
contra la declaratoria respectiva, la cual fue en el sentido de que tales 
reformas obtuvieron votación favorable de la mayoría de los órganos de 
gobierno de las municipalidades de la entidad. 



El cómputo realizado por la legislatura consta en la sesión del día 21 de 
noviembre de 2012

42
. En él se dio cuenta al Pleno con la aprobación de 6 

Ayuntamientos (Cozumel: por unanimidad; Bacalar: por mayoría; Tulum: 
por mayoría; Othón P. Blanco: por mayoría; Felipe Carrillo Puerto: por 
unanimidad; Solidaridad: por unanimidad) y por tanto se tuvo por 
aprobada la reforma constitucional en términos de lo previsto en el 
artículo 164

43
 de la Constitución Política del Estado.  

42 Foja 569 del cuaderno de pruebas presentadas por el Poder Legislativo. 

43 Articulo 164. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las adiciones o reformas lleguen a 

ser parte de la misma, se requiere que la Legislatura del Estado, por el voto de las dos terceras partes de la totalidad de sus 

miembros, acuerde las reformas o adiciones y que éstas sean aprobadas por la mayoría de los Ayuntamientos del Estado. 

La Legislatura o la Diputación Permanente, en su caso, hará el cómputo de los votos de los Ayuntamientos, y la declaración 

de haber sido aprobadas las adiciones o reformas. 

No obstante, los promoventes aducen que Felipe Carrillo Puerto no 
aprobó el Decreto 170 de reformas a la Constitución local, además de 
otros cuatro Municipios, Lázaro Cárdenas

44
, José María Morelos

45
, Isla 

Mujeres
46

, así como Benito Juárez
47

 y, si la entidad cuenta con 10 
Municipios de conformidad con lo previsto en el artículo 127

48
 de la 

propia Ley Fundamental local, lo cierto es que en caso de que alguna de 
las actas del cabildo adoleciera de algún vicio que generara su nulidad, 
ello podría impactar en la validez de todo el procedimiento legislativo del 
Decreto 170 por el que se reformó la Constitución local. 

44 Fojas 67 a 71 del expedientes principal. 

45 Fojas 72 a 76, ídem. 

46 Fojas 77 a 82, ídem. 

47 Fojas 83 a 98, ídem. 

48 Articulo 127. El Estado de Quintana Roo, se integra con los siguientes Municipios: 

Othón P. Blanco, Felipe Carrillo Puerto, José María Morelos, Cozumel, Lázaro Cárdenas, Benito Juárez, Isla Mujeres, 

Solidaridad, Tulum y Bacalar. 

Al efecto, resulta ilustrativa la tesis P. XLIX/2008, que lleva por rubro y 
texto: 

"FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE 
RIGEN EL EJERCICIO DE LA EVALUACIÓN DE SU POTENCIAL 



INVALIDATORIO. Cuando en una acción de inconstitucionalidad se analicen los 
conceptos de invalidez relativos a violaciones a las formalidades del procedimiento 
legislativo, dicho estudio debe partir de la consideración de las premisas básicas 
en las que se asienta la democracia liberal representativa como modelo de 
Estado, que es precisamente el acogido por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en sus artículos 39, 40 y 41. A partir de ahí, debe vigilarse el 
cumplimiento de dos principios en el ejercicio de la evaluación del potencial 
invalidatorio de dichas irregularidades procedimentales: el de economía procesal, 
que apunta a la necesidad de no reponer innecesariamente etapas 
procedimentales cuando ello no redundaría en un cambio sustancial de la voluntad 
parlamentaria expresada y, por tanto, a no otorgar efecto invalidatorio a todas y 
cada una de las irregularidades procedimentales identificables en un caso 
concreto, y el de equidad en la deliberación parlamentaria, que apunta, por el 
contrario, a la necesidad de no considerar automáticamente irrelevantes todas las 
infracciones procedimentales producidas en una tramitación parlamentaria que 
culmina con la aprobación de una norma mediante una votación que respeta las 
previsiones legales al respecto."49 

49 Novena Época. Instancia: Pleno. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Junio de 2008. Tesis: P. XLIX/2008. 
Página: 709. 

Se estima pertinente destacar la discusión suscitada después de que en 
la sesión de veintiuno de noviembre de dos mil doce, se diera cuenta al 
Pleno con el resultado del cómputo de los Ayuntamientos para aprobar la 
reforma constitucional de mérito. Dicha discusión se obtuvo del diario de 
los debates del Congreso de la entidad, que obra a fojas 569 a 576 del 
Tomo I relativo al cuaderno de pruebas presentas por el Poder 
Legislativo.  



 



 



 



 



 



 



 



 



 



En sus conceptos de invalidez, los partidos accionantes coinciden en 
señalar que en el proceso legislativo se violaron los artículos 14, 16, 41 y 
116, de la Constitución General así como disposiciones de la 
Constitución Política del Estado de Quintana Roo y de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado, toda vez que en la creación del decreto 
impugnado no se observaron dichas disposiciones, atentando así contra 
los principios de fundamentación, motivación, legalidad y certeza. 

Al tratarse de una reforma a la Constitución local, se debe cumplir con lo 
dispuesto en el artículo 164 del propio ordenamiento, que señala 
específicamente en la parte que interesa que "é se requiere que la 
Legislatura del Estado, por el voto de las dos terceras partes de la 
totalidad de sus miembros acuerde las reformas o adiciones, y que éstas 
sean aprobadas por la mayoría de los Ayuntamientos del Estado. La 
Legislatura o la Diputación Permanente, en su caso, hará el cómputo de 
los votos de los Ayuntamientos y la declaración de haber sido aprobadas 
las adiciones o reformas." 

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 de la 
Constitución de Quintana Roo, el Estado se encuentra integrado por 10 
municipios, por lo que se debe contar con la aprobación de 6 municipios 
al menos para que el decreto de reformas a la Constitución local tenga 
validez, situación que debe constatar la Legislatura local a efecto de 
estar en posibilidad de llevar a cabo el cómputo de los votos de los 
Ayuntamientos y la posterior declaración de haber sido aprobadas las 
adiciones o reformas. 

En ese sentido, los Ayuntamientos de José María Morelos, Felipe Carrillo 
Puerto, Isla Mujeres, Lázaro Cárdenas y Benito Juárez, no aprobaron en 
sus respectivas sesiones el Decreto de reformas y adiciones a la 
Constitución local. 

De igual forma, en el orden del día de la convocatoria para la sesión de la 
legislatura, celebrada el 21 de noviembre de 2012, no se contemplaba 
algún punto que se refiriera al cómputo de los votos de los 
Ayuntamientos del Estado y la declaración respectiva; el Presidente de la 
Mesa Directiva solicitó la inclusión del punto en el orden del día por lo 
que algunas fuerzas políticas representadas en el Congreso se 
pronunciaron en contra, sin embargo, por mayoría de los Diputados 
presentes se aprobó su inclusión, se desahogó el punto correspondiente, 
se realizó el cómputo y en consecuencia, la declaración de las reformas y 
adiciones. 



Mediante la aprobación urgente se impidió a los partidos políticos 
representados en el Congreso del Estado contar con un conocimiento 
previo del contenido de los votos emitidos por los Ayuntamientos; 
además, la urgencia que motivó la interrupción de la sesión y el cambio 
del orden del día no tiene justificación. 

Aduce el partido accionante que en el desarrollo del cómputo de votos en 
la sesión antes referida, el Presidente de la Mesa Directiva señaló que 
los municipios que aprobaron en sus Ayuntamientos la reforma 
constitucional fueron: Othón P. Blanco, Bacalar, Tulum, Cozumel, 
Solidaridad y Felipe Carrillo Puerto; sin embargo, este último Municipio 
desde el 17 de noviembre de 2012, llevó a cabo su sesión en donde no 
resultó aprobada la reforma constitucional, hecho que fue público, por lo 
que no se da cumplimiento a lo establecido en el artículo 164 de la 
Constitución estatal. 

Conforme al artículo 120 de la Ley de los Municipios del Estado de 
Quintana Roo, el Secretario General tiene la facultad de convocar por 
escrito a los miembros del Ayuntamiento a las sesiones de cabildo y ante 
la ausencia o faltas temporales del Presidente Municipal, al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 93 de la mencionada Ley, serán cubiertas por el 
Primer Regidor como encargado del despecho; en tal virtud, en la sesión 
celebrada el 17 de noviembre de 2012, ante la ausencia del Presidente 
Municipal, el Primer Regidor asumió sus funciones, dando paso a los 
puntos del orden del día y de los 11 integrantes del Ayuntamiento, se 
encontraban presentes 6, se declaró el quórum legal para sesionar y 
durante el desarrollo de la sesión se analizó y discutió el punto sobre la 
reforma constitucional. 

El Congreso del Estado de Quintana Roo computó el voto del Cabildo del 
Ayuntamiento de Felipe Carrillo Puerto como favorable siendo que éste 
se emitió en contra. En este sentido, se señala la existencia de un acta 
conforme a la cual resulta evidente que el Ayuntamiento de Carrillo 
Puerto votó por la no aprobación de la reforma. 

Aducen que el Municipio de Bacalar no tiene Ayuntamiento electo 
directamente, motivo por el cual el acuerdo de aprobación de la reforma 
constitucional impugnada no debe producir efectos legales al haber sido 
emitida por su Consejo Municipal. 

Asimismo, respecto del documento "apócrifo" emitido supuestamente por 
el Ayuntamiento de Felipe Carrillo Puerto, en el cual "sí aprueba" el 



decreto impugnado, hasta la fecha se desconoce su existencia y no ha 
sido proporcionado a pesar de haberse solicitado. 

Los argumentos anteriores son esencialmente fundados, ya que 
tratándose del procedimiento de reformas a la Constitución Política del 
Estado de Quintana Roo, el Congreso local debe constatar la existencia, 
fehaciente, de un número de votos equivalente a la mayoría relativa o 
simple, de los diez ayuntamientos que integran el Estado, esto es, tiene 
la obligación de asegurarse de que ha obtenido la anuencia indubitable 
de seis o más ayuntamientos, para que esté en aptitud de emitir la 
correspondiente declaratoria de aprobación de las reformas 
constitucionales locales, lo cual le exige verificar la regularidad del 
procedimiento que se siguió para la emisión de todos y cada uno de los 
votos de los ayuntamientos, ya que únicamente de esta manera es 
posible llegar a la convicción plena de que las modificaciones 
constitucionales locales cuentan con el respaldo del número de 
ayuntamientos que su Máximo ordenamiento local requiere. 

En efecto, el artículo 164 de la Constitución Política del Estado de 
Quintana Roo establece lo siguiente: 

"REFORMADO, P.O. 24 DE OCTUBRE DE 2003 

ARTICULO 164. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. 
Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se 
requiere que la Legislatura del Estado, por el voto de las dos terceras partes 
de la totalidad de sus miembros, acuerde las reformas o adiciones y que 
éstas sean aprobadas por la mayoría de los Ayuntamientos del Estado. La 
Legislatura o la Diputación Permanente, en su caso, hará el cómputo de los 
votos de los Ayuntamientos, y la declaración de haber sido aprobadas las 
adiciones o reformas." 

De este precepto legal se observa que la Constitución Política del Estado 
de Quintana Roo prevé que para que las reformas o adiciones lleguen a 
ser parte de la misma es necesario: 1) de una mayoría calificada de la 
totalidad de los diputados; y 2) de una mayoría simple o relativa de la 
totalidad de los ayuntamientos. 

Por otra parte, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estimado 
que para realizar el cómputo de los votos de los ayuntamientos en favor 
de las reformas constitucionales locales, cuando se exija este requisito 
para tales fines, es menester que conste de manera fehaciente el 
consentimiento de dichos órganos de gobierno, tal como se aprecia 



del texto de la jurisprudencia 34/2004 de este Tribunal Pleno, que 
establece lo siguiente: 

"CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE SONORA. PARA QUE SUS 
REFORMAS Y ADICIONES FORMEN PARTE DE ELLA, ES NECESARIO QUE 
LA APROBACIÓN POR LA MAYORÍA DE LOS MUNICIPIOS DE LA ENTIDAD 
CONSTE DE MANERA FEHACIENTE, Y NO INFERIRSE. Del artículo 163 de la 
Constitución Política del Estado de Sonora se desprende que para que la misma 
pueda ser adicionada o reformada es necesario que se satisfagan dos requisitos, 
a saber: 1) Que hayan sido acordadas por las dos terceras partes de los miembros 
del Congreso; y 2) Que se aprueben por la mayoría de los Ayuntamientos del 
Estado, en la inteligencia de que la aprobación debe constar de manera fehaciente 
y no inferirse. En consecuencia, si de las actas de cabildo que el Congreso tomó 
en cuenta para el cómputo respectivo se advierte que se presentaron para su 
discusión y "aprobación" las reformas o adiciones constitucionales, pero sin que 
conste de manera expresa que las aprobaron, es claro que estas actas no 
acreditan la aprobación de dichas reformas, como tampoco aquellas en las que se 
haga referencia a otra ley o decreto, ni en las que el cabildo autorizó al diputado 
de su distrito a decidir sobre su aprobación."50 

50 Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo XIX. Junio de 2004. Tesis: P./J. 34/2004, página: 866 

Conforme al anterior criterio se advierte que al contabilizar los sufragios 
de los ayuntamientos en favor de una reforma a la Constitución local, el 
Poder Legislativo estatal debe tener la certeza de que cuenta con el 
número suficiente de ellos, y que los votos edilicios son el resultado de 
un procedimiento que permitió que los mismos fueran emitidos en forma 
libre y espontánea, así como por la mayoría de los integrantes de tales 
órganos de gobierno, de manera que no quede margen de duda alguna 
de que, en forma inequívoca e innegable, se ha obtenido el 
consentimiento mayoritario de los ayuntamientos, lo cual perfecciona y 
brinda eficacia a una reforma de esa naturaleza. 

Lo anterior obedece a que el procedimiento rígido de reformas a que 
puede estar sometida una Constitución local, obliga a obtener no 
solamente la aceptación de la mayoría simple o calificada de los 
integrantes de su correspondiente Poder Legislativo, sino también el 
concurso de quienes encabezan los órganos de gobierno municipales, de 
forma tal que las modificaciones a su Norma Fundamental en el orden 
jurídico local, sean producto del consenso de la mayor parte de las 
fuerzas políticas del Estado y reflejen al mismo tiempo la voluntad 
popular expresada a través de quienes representan a la población de las 
demarcaciones territoriales en las que se divide el mismo. 



Por tanto, es indispensable que el Poder Legislativo, en estos casos, 
revise el desarrollo y el resultado de las sesiones en las cuales los 
ayuntamientos emiten el voto que les corresponde en relación con la 
aprobación o rechazo de una reforma a la Constitución Política local, 
pues es la única forma de saber con precisión si, efectivamente, la 
postura adoptada por cada uno de esos órganos de gobierno se expresó 
con las mínimas formalidades exigidas por la ley, tales como serían, por 
ejemplo: 1) la constatación del quórum para sesionar y, en su caso, la 
lista de personas ausentes; 2) la lectura o distribución del texto del 
decreto de reformas; 3) la elaboración de la correspondiente acta 
circunstanciada con la intervención del secretario, o de quien pueda dar 
fe de la sesión ante la falta justificada de aquél; y, finalmente, 4) el 
nombre y firma de quienes intervinieron en la misma. 

Sólo mediante la observancia de estos mínimos requisitos es que puede 
afirmarse que se tiene la certeza de que los ayuntamientos han 
externado válidamente su postura frente al Congreso local, en relación 
en el voto aprobatorio de una reforma a la Constitución Estatal, de lo que 
se sigue que dicho Congreso tiene el ineludible deber de revisar que se 
cumplan esas formalidades elementales para poder emitir la 
correspondiente declaratoria en el sentido que proceda. 

Ahora bien al ser revisadas por este Tribunal Pleno las constancias que 
obran en autos en copias certificadas, se advierte que efectivamente 
existen dos actas atinentes a la décima octava sesión extraordinaria del 
Ayuntamiento de Felipe Carrillo Puerto, Quintana Roo, una de fecha 
diecisiete de noviembre de dos mil doce, en la que seis regidores de 
los once munícipes que integran el Ayuntamiento no aprobaron la 
reforma constitucional y otra de fecha veinte de noviembre de dos 
mil doce, en la que seis integrantes del cabildo (Presidente, Síndico y 
cuatro regidores más, en la inteligencia de que el sexto regidor votó en el 
acta del diecisiete en contra y en la del veinte a favor de la reforma 
constitucional), aprobaron la reforma de mérito. 

Para ilustrar lo anterior se insertan a continuación dichas constancias: 



 



 



 


